Radicado No.: 2016-00083-01

Accionante: Jhon Fredy Quintero Laserna 
Accionado: Fiscalía 23 Local 

Decisión: Confirma decisión

DERECHO DE PETICIÓN/ Inexistencia de lesión al notificarse la respuesta clara y de fondo

“Revisada la respuesta dada por la Fiscalía, encuentra la sala que el oficio 108 visible a folios 15 a 18 explica con todos los fundamentos legales del caso, las razones por las cuales no se puede acceder a lo pedido, indicándole al petente cómo es que se introducen pruebas a un proceso penal y se señala el por qué no se puede llevar ante el juez un proceso simplemente por llevarlo, señalándole que para tal cosa se deben tener en cuenta todas las circunstancias que rodean cada caso, tanto aquellas que dan cuenta de la existencia del injusto penal como de las que generar dudas respecto a la responsabilidad del investigado.”

CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ Superación del hecho que tenía en vilo el acceso a la administración de justicia

“(…) en cuanto a la supuesta vulneración del derecho al acceso a la administración de justicia por el tiempo transcurrido entre el momento de las denuncias penales en contra de la señora Paula Andrea Monsalve y el señor Marlon Andrés Wilches Luna, y la actualidad, hay que decir que si bien es cierto el tiempo transcurrido desde entonces ha sido bastante considerable y podría decirse que efectivamente desbordo los plazos razonables que tiene la Fiscalía para tomar una decisión definitiva respecto a una investigación penal, tal situación se ha visto conjurada por el actuar del ente accionado quien ya hizo las respectivas solicitudes de preclusión de las investigaciones seguidas en contra de las personas arriba mencionadas (…)”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-831A de 2013.
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor JHON FREDY QUINTERO LARSERNA, accionante dentro del presente asunto, contra el fallo tutela proferido el 21 de julio de 2016 mediante el cual el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, negó por inexistencia de la vulneración, la tutela a los derechos fundamentales de petición y debido proceso que él reclamara en contra LA FISCALÍA 23 LOCAL CAIVAS.
ANTECEDENTES

Del extenso escrito presentado por el accionante resulta procedente para el presente asunto saber que el 12 de noviembre de 2012 instauró denuncia penal contra la señora Paula Andrea Monsalve Henao por la presunta comisión de violencia intrafamiliar en contra del menor Sebastián Quintero Monsalve. Posteriormente, el 21 de octubre de 2013 interpusó denuncia, por la misma conducta punible, en contra del señor Marlon Andrés Wilches Luna, compañero permanente de la señora Monsalve Henao. 
El 2 de mayo de 2016 mediante derecho de petición le solicitó a la Fiscalía 23 Local glosar a los expedientes de investigación la sentencia No. 64 proferida por el Juzgado Tercero de Familia fechada el 18 de marzo de 2016, por medio de la cual se declaró interdicto a su hijo Sebastián Quintero Monsalve; además, le solicitó al ente acusador que con base en todo lo obrante dentro de la carpeta de la investigación se lleve y formule audiencia de imputación en contra de la señora Paula Andrea y del señor Marlon Andrés. Como respuesta a lo anterior, la accionada le remitió oficio No. 108 del 13 de ese mismo mes y año. Sin embargo, considera el señor Quintero Laserna que esa respuesta es ambigua e incompleta y procede a exponer los motivos por los cuáles hace esa afirmación (ver folios 3 y 4 del cuaderno de tutela)
De acuerdo a lo narrado, solicita que se protejan sus derechos fundamentales y en consecuencia se le ordene a la parte accionada, darle una respuesta clara y precisa a su derecho de petición en lo que se relaciona con el señor Marlon Andrés Wilches Luna. Además de ello, que en respeto por su derecho fundamental de acceso a la justicia, se ordene la formulación de imputación en los procesos penales que cursan en esa fiscalía desde hace poco más de 4 años en contra de Paula Andrea Monsalve y Marlon Andrés Wilches Luna; que también se le solicite a la Comisaria de Familia Centro que aporte en original con nota de autentico el documento denominado informe psicosocial practicado en esa entidad el 29 de octubre de 2013 por la psicóloga Olga Lucía Marín Castañeda, para que igualmente, se disponga que el mismo debe ser ingresado a los expedientes penales ya mencionados.  
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 7 de julio de 2016, admitiendo la demanda tutelar, vinculando al asunto a la Comisaría de Familia Centro local. De ello, le corrió traslado a la partes en la forma indicada en la ley.  Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió en providencia fechada el 21 de julio de 2016, no tutelar los derechos fundamentales invocados por la parte accionante, por considerar que la respuesta que le diera el Despacho accionado al actor cumple con los requisitos de haberse dado dentro del tiempo prudencial y con el lleno de los requisitos que se deben verificar en la respuesta a un derecho de petición, por tanto no existe vulneración alguna de los derechos reclamados. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Una vez conoció la decisión de instancia, el señor Jhon Fredy Quintero Laserna procedió a impugnar la decisión de instancia, para ello allegó un extenso escrito por medio del cual reitera que la respuesta que la Fiscalía accionada le diera a su petición es incongruente e incompleta, especialmente en lo que respecta al señor Marlon Andrés Wilches Luna; por otra parte, nuevamente señaló que los dichos de la Fiscalía en su respuesta resultan incongruentes, para evidenciar tal cosa, transcribió varios apartes de la respuesta a fin de sustentar su argumento
. Por otra parte, también tildo el fallo de primer nivel de incongruente ya que sólo reviso el asunto respecto a la oportunidad con que se le dio la respuesta, pero no frente al contenido de la misma.
Respecto al derecho al debido proceso y acceso a la administración de justicia, considera que él sí probó la vulneración de esos derechos, contrario a lo afirmado por la A-quo, pues el tiempo que lleva esperando para que la Fiscalía actúe es una prueba suficiente de ello, especialmente en un caso como este en donde la víctima del delito por él denunciado es un menor de edad. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 
Le corresponde determinar a la Sala, si la tal como lo afirma el impugnante, la Fiscalía 23 Local de Pereira le dio una respuesta incongruente a su derecho de petición del 2 de mayo de 2016, y por tanto se deba revocar el fallo de primer nivel, o si por el contrario la misma cumple con los requisitos de la respuesta a un derecho de petición y por tanto la decisión de la A-quo se debe confirmar. 
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido birlados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se hace al fallo de primer nivel que le negó la protección constitucional reclamada, al considerar la Juez de primera instancia que en el presente asunto no existió hecho vulneratorio de los derechos reclamados por la parte actora. 
El artículo 23 de nuestra Carta Magna establece: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden y como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud y que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante. Pero esa respuesta no puede ser cualquier respuesta, sino que debe ser acorde con lo peticionado.
“Adicionalmente, ha indicado la jurisprudencia de la Corporación que la respuesta al derecho de petición debe hacerse sobre el tema planteado y no sobre algo que sea semejante al asunto solicitado por el peticionario, es decir que la autoridad responsable debe responder sin evasivas o supuestos que no se entiendan cuyo objetivo parezca desorientar el propósito esencial de dicha solicitud. Así las cosas, la respuesta clara y coherente a un derecho de petición no constituye un impedimento para que la autoridad suministre información adicional que se relacione con los intereses del peticionario, ya que esto puede ayudar a aclarar la respuesta dada por el funcionario al cual se allegó el derecho de petición.[7]”

En el presente asunto, alega el señor Quintero que la respuesta que le diera la Fiscal 23 Local a su derecho de petición radicado en ese despacho el 2 de mayo de 2016, no es congruente con lo pedido por él, especialmente porque no le dice nada sobre la denuncia penal en contra del señor Marlon Andrés Wilches Luna; igualmente, sugiere que existe una vulneración de su derecho al acceso a la administración de justicia porque a pesar del tiempo transcurrido no se ha llevado a juicio al señor Wilches y a la señora Paula Andrea Monsalve a quienes él denunciara entre los años 2012 y 2013.
De acuerdo a lo anterior, se tiene que a folios 10 a 14 del cuaderno de tutela se puede apreciar el escrito petitorio que el señor Quintero presentara ante el Despacho accionado, en tal documento, se puede apreciar que solicitó que se glosara al proceso la sentencia judicial por medio de la cual el joven Sebastián Quintero Monsalve fue declarado interdicto; además pidió que se llevara audiencia de formulación de imputación en contra de los ciudadanos Wilches y Monsalve de acuerdo a la denuncia penal que él interpusiera en contra de ellos. 

Revisada la respuesta dada por la Fiscalía, encuentra la sala que el oficio 108 visible a folios 15 a 18 explica con todos los fundamentos legales del caso, las razones por las cuales no se puede acceder a lo pedido, indicándole al petente cómo es que se introducen pruebas a un proceso penal y se señala el por qué no se puede llevar ante el juez un proceso simplemente por llevarlo, señalándole que para tal cosa se deben tener en cuenta todas las circunstancias que rodean cada caso, tanto aquellas que dan cuenta de la existencia del injusto penal como de las que generar dudas respecto a la responsabilidad del investigado. 
En ese orden de cosas, comparte este Juez Colegiado la posición adoptada por la A-quo en punto de que no existe confusión o incongruencia entre lo pedido por el señor Quintero Laserna y lo contestado por la Fiscalía accionada, ello por cuanto la misma es coherente y le ofrece suficiente ilustración jurídica al petente del por qué no se puede acceder a lo pedido por él, haciéndole énfasis en que para llevar a una persona a juicio no es suficiente con la inferencia de la existencia del delito, sino que además debe existir una certeza de responsabilidad, sin que se avizoren causales de exclusión de la misma, que hagan que llevar ese tipo de asuntos a juicio sea solo un desgaste para la administración de justicia puesto que es evidente que el fallo que se obtendría sería absolutorio.

Aunado a lo anterior, tampoco se puede considerarse que el oficio del ente acusador no sea acorde con lo pedido, por no hacer mención del señor Wilches Luna y solo nombrar a la señora Monsalve, pues tal cosa no es relevante, especialmente porque la es evidente que la respuesta se está dando para ambos procesos, pero se menciona de manera especial que la señora Paula Andrea se presentó voluntariamente ante esa Despacho a dar una versión libre de los hechos denunciados por el hoy accionante, y que lo dicho por ella hace evidente la existencia de causales de exclusión de responsabilidad. 
Con lo dicho hasta el momento se hace evidente que no le asiste razón al impugnante y que más bien lo que se avizora, es que él, soterradamente lo que pretende o pretendía es que el Juez constitucional le ordenara a la Fiscalía imputar cargos a la madre de su hijo y a su pareja sentimental, ello a pesar de que el ente acusador le dejo claro que no había elementos materiales probatorios suficientes para hacer tal cosa, a pesar de la existencia del informe psicosocial de la Comisaría de Familia de Pereira.
Finalmente, en cuanto a la supuesta vulneración del derecho al acceso a la administración de justicia por el tiempo transcurrido entre el momento de las denuncias penales en contra de la señora Paula Andrea Monsalve y el señor Marlon Andrés Wilches Luna, y la actualidad, hay que decir que si bien es cierto el tiempo transcurrido desde entonces ha sido bastante considerable y podría decirse que efectivamente desbordo los plazos razonables que tiene la Fiscalía para tomar una decisión definitiva respecto a una investigación penal, tal situación se ha visto conjurada por el actuar del ente accionado quien ya hizo las respectivas solicitudes de preclusión de las investigaciones seguidas en contra de las personas arriba mencionadas (Fls, 30 a 35).
En conclusión, se confirmará la decisión de la Juez Segunda Penal del Circuito Local toda vez que dentro del presente asunto está claro que no existe vulneración alguna de los derechos reclamados por el señor Jhon Fredy Quintero Laserna. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Tutelas, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad conferida en la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR en su totalidad el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito local el día 21 de julio de 2016, en donde es accionante el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA y accionada la FISCALÍA 23 LOCAL, ello por las razones dadas en la parte motiva de esta decisión.  
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria 
� Folios 81 a 94 del cuaderno de tutela.


� Corte Constitucional, sentencia T-831A de 2013, M.P. Dr. Luis Ernesto Vargas Silva. 
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